La crisis venezolana y la doble moral frente a los principios democráticos

Lo que acaba de ocurrir en Venezuela bien vale una reflexión sobre la defensa del orden constitucional y la lealtad con los principios democráticos. Unos meses atrás, en Lima, la OEA firmó la Carta Democrática que le otorga poderes para intervenir en defensa de las instituciones y del régimen democrático allí donde se pongan en peligro por efectos de un golpe de estado u otras circunstancias. De esa manera, los países americanos daban un paso importante para conjurar las amenazas que contra la democracia se ciernen a cada momento en nuestros países. Ahí estaba el mal ejemplo precedente de lo sucedido en Ecuador, luego en Perú y más adelante en Argentina. 

En Venezuela existía, ciertamente, un movimiento de masas importante contra el gobierno de Hugo Chávez Frías, el cual se había mantenido en el campo de la institucionalidad y que buscaba la salida del mandatario por la vía de la renuncia. El frustrado golpe de estado de la semana pasada fue orquestado por el alto mando militar, el clero y el empresariado que creyeron propicio el momento para derrocar a Chávez. Es claro que allí hubo un intento de aprovechar el movimiento de protesta para fines golpistas, para interrumpir el ritmo constitucional e instaurar en cabeza de Pedro Carmona un régimen dictatorial. 

Los opinadores y una legión de analistas despistados salieron a cantar victoria y a aplaudir la intentona. Se dejaron llevar por sus sentimientos y su animadversión contra Chávez y “olvidaron” u “omitieron” el hecho cierto de que lo que se había producido en la hermana república era ni más ni menos un golpe de estado confirmado por las primeras medidas de Pedro “El Breve” que abolían la Constitución Bolivariana y los poderes legislativos y judicial todos ellos de origen democrático. Probablemente Chávez sea en buena medida responsable de las protestas en su contra. Cometió muchos errores, el principal de ellos gobernar como jefe de una facción y no como líder de la nación, abusar con su protagonismo y cazar peleas a diestra y siniestra. Pero su principal pecado no fue ese; lo que definitivamente no le gustó a buena parte de las elites fue que no se prestó a la manipulación de los poderes tradicionales. Se convirtió en figura incómoda, un “loco” amenazante, rebelde frente a los usuales dueños de Venezuela, incontrolable y por tanto peligroso. Viajó por los países petroleros, se entrevistó con los líderes de Irán, Irak y Libia -¿por qué no hacerlo si hay intereses petroleros comunes?.- se hizo gran amigo del dictador Castro y promulgó una serie de medidas reformistas basado en la Ley Habilitante, entre las cuales la que más ampolla levantó fue la relativa a la reforma agraria, viejo sueño de los campesinos latinoamericanos y origen de grandes descontentos, fuente de conflictos y caldo de cultivo de frustrados experimentos guerrilleros. Ahí fue Troya. No hay que olvidar que Chávez es un gobernante elegido según las reglas de la democracia, no es un dictador, a pesar de sus delirios de grandeza no ha realizado persecución a sus opositores, no ha censurado la prensa, no ha aplicado el terror ni ha declarado el estado de sitio o de emergencia. Tolerar el poder intimidatorio de grupos de seguidores es uno de sus grandes defectos, sin embargo, se ha mantenido en los marcos de la institucionalidad democrática. Esto es lo que los analistas y opinadores omiten, pues confunden su aversión al gobernante con los principios democráticos que siempre hay que defender. Chávez no gusta a muchos, en especial en Colombia en donde se le ha colocado como fiel servidor o aliado de las FARC, tema en el que nos debe muchas aclaraciones. No gusta porque es un líder impredecible y porque pisa algunos callos, se le acusa de populista y demagogo y con ello se pretende deslegitimarlo. Disgusta porque apela a las masas y azuza la lucha de clases. Y en el campo de los gustos y de los principios es donde se produce la confusión. La crisis venezolana resulta ser un buen termómetro para medir el grado de fidelidad a los principios democráticos por parte de gobernantes, dirigentes y formadores de opinión. Es lamentable que el compromiso por la defensa de la democracia y contra los golpes de estado, acordado por la OEA y que se supone es uno de los grandes valores de la civilidad latinoamericana de los últimos años, que guió a nuestros pueblos en la dura lucha contra las tiranías y las dictaduras, se eche al trasto de la basura para aclamar un complot. Ahí está de cuerpo entero un problema bien grueso que está a la raíz de la gran tragedia política y social latinoamericana a saber: que para las clases dirigentes tradicionales, la democracia es un concepto que se puede manipular según las circunstancias y según sus intereses y que cuando algún gobernante “díscolo” se atreve a tocar, así sea tibiamente sus intereses materiales, cabe la opción del golpe militar, es decir, la fuerza. Se deja sin piso, por tanto, el llamado que se le ha hecho a la izquierda latinoamericana de que en vez de buscar el poder político y las reformas sociales por la vía de las armas apele a los medios de la democracia. Las elites venezolanas dan un mal mensaje si a una propuesta de redistribución de tierras por la vía reformista se responde con una intentona de golpe de estado de corte dictatorial. En lo que a Colombia respecta cabe preguntarnos: ¿En qué quedan los principios democráticos de funcionarios de alto rango como los ministros de Comercio Exterior y de Hacienda de Colombia que de forma alegre salieron a aplaudir un golpe de estado? No revela tal actitud una gran fragilidad de principios? ¿ Será que la doble moral hace perder de vista que la única manera de corregir el rumbo de las democracias y de luchar contra los malos gobiernos no puede ser otro que el de la acción democrática de la sociedad civil?
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